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RESUMEN

El principal cambio introducido con las reformas legales del régimen juridico de los
consorcios administrativos es la imposicion de la obligacion de que estén adscritos a una
Administracién. El presente trabajo tiene como objeto el andlisis en profundidad de esta
novedad: como incide esta obligacion sobre la naturaleza del consorcio, el cardcter obliga-
torio de la adscripcidn, los consorcios obligados a adscribirse, la Administracion de adscrip-
cibn, los criterios de adscripcion, las coordenadas temporales de la adscripcidn asi como la
posibilidad de cambio de adscripcion. Especial atencidn se presta, finalmente, a las con-
secuencias derivadas de la adscripcion y su vinculacion con la determinacion del régimen
Juridico aplicable al consorcio.
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ABSTRACT

The main change introduced by the local government reform in Spain concerning
the legal regulation of municipal consortiums is the obligation of affiliation to a specific
public authority. This paper aims to analyze the effects of this new legal mandate: how this
obligation impacts on the legal nature of municipal consortiums, what is the scope of this
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mandate, for which consortiums is such an affiliation of a compulsory nature, what kind
of public authority should they be affiliated to, what are the criteria for the affiliation,
how long should this affiliation last, and whether or not the affiliation can be changed and
under which circumstances. Finally, special attention will be paid ro the legal consequences
of the affiliation and the legal regulations that should be applied to municipal consortiums
because of this affiliation.

Keywords: consortium of municipalities, local governments, local government
reform, affiliation.
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I. LA NUEVA REGULACION LEGAL DE LOS CONSORCIOS

En un contexto general de constantes cambios en la normativa con incidencia sobre
las Administraciones publicas y, particularmente, sobre los gobiernos locales, el régimen
juridico de los consorcios se estd viendo afectado por oleadas sucesivas de reformas le-
gales':

1) Reforma operada por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalizacién
y Sostenibilidad de la Administracién Local (en adelante, LRSAL). Introduce una nueva
regulacion de los consorcios por una doble via:

a) Mediante la modificacién de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las
Bases de Régimen Local (en adelante, LBRL). Las novedades aqui introducidas, que son
varias y se encuentran recogidas a lo largo del texto legal, resultan de aplicacién a los
consorcios locales.

! Una de las primeras y més criticas aproximaciones a la finalidad perseguida por las reformas locales y so-
bre su impacto en los consorcios se lo debemos a R. JIMENEZ ASENSIO, «;“Réquiem” por los consorcios? Notas so-
bre el nuevo régimen juridico de los consorcios tras la LERSAL», publicado en el blog www.estudiconsultoria.com.
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b) Mediante la modificacién de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Juridico de las Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Comuin
(en adelante, LRJPAC). Las novedades aqui introducidas, concretadas en la imposicién
de la obligacién de adscripcién del consorcio en la nueva DA 10.2 LRJPAC, resultan de
aplicacién a todos los consorcios.

2) Reforma operada por la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de Racionalizacién
del Sector Publico y otras Medidas de Reforma Administrativa (en adelante, LRSP).
Introduce una nueva regulacién de los consorcios a través de las siguientes vias:

a) Nueva regulacién sobre el derecho de separacién, disolucién, liquidacién y ex-
tincién de los consorcios (capitulo 11, seccién 2.2, arts. 12 a 15 LRSP)2.

b) Disposicién especifica para los consorcios en los que participa la Administra-
cién General del Estado o cualquiera de sus entidades u organismos vinculados o de-
pendientes: no estardn obligados a realizar las aportaciones al consorcio si alguno de los
demds miembros no ha realizado totalmente sus aportaciones de los ejercicios anteriores
(DA 6.2 LRSP).

¢) Modificacién de la Ley 15/1997, de 25 de abril, sobre Habilitacién de Nuevas
Formas de Gestién del Sistema Nacional de Salud: adicién de una DA tnica que contie-
ne un régimen juridico especial para los consorcios sanitarios (DF 10.2 LRSP).

d) Modificacién de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvencio-
nes: se modifica su art. 20.4 con la indicacién expresa de que los consorcios estardn obli-
gados a suministrar informacién sobre las subvenciones concedidas a la Base de Datos

Nacional de Subvenciones (art. 30 LRSP).

3) Anuncio de aprobacién de una futura Ley de Régimen Juridico del Sector Pd-
blico. En el Predmbulo de la LRSP ya se anuncia que en un futuro préximo deberd apro-
barse una nueva ley reguladora del régimen juridico de las Administraciones publicas,
que contendrd la «regulacién integral» de los consorcios, incluidos los aspectos relati-
vos a la separacién, liquidacién, disolucién y extincién. Por tanto, se anuncia también
que esta nueva ley derogard la regulacién introducida tanto por la LRSAL como por la
LRSP?.

El estudio de todos los cambios del régimen juridico de los consorcios desborda
los limites de un trabajo como el que aqui se pretende. Por ello, vamos a limitar su
objeto al andlisis de la novedad quizd m4s llamativa: la obligacién de adscripcién del
consorcio.

2 Sobre esta cuestion, antes de la reforma, destaca el trabajo de J. L. MARTINEZ-ALONSO CAMPS, «Proce-
sos de extincién, separacién y reestructuracién de las personificaciones instrumentales locales en un contexto
de crisis econémica. Especial referencia al caso de Catalufia», en Anuario del Gobierno Local 2011, 2012,
pp- 201-274.

% Ya se ha hecho puablico un Anteproyecto de Ley de Régimen Juridico del Sector Publico (en adelante,
ALRJSP), que dedica el capitulo V de su titulo II (arts. 93 a 102) a la regulacién de los consorcios.
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II. LA ADSCRIPCION COMO NOVEDAD Y SU INCIDENCIA
SOBRE LA NATURALEZA DEL CONSORCIO

La DF 1.2 LRSAL modifica la LRJPAC para incluir una nueva DA 20.2 con la rdbri-
ca «Régimen juridico de los consorcios». En ella, se establece como novedad en nuestro
ordenamiento juridico la obligacién de adscripcién de los consorcios a una Administra-
cién publica.

No entraremos aqui en la vieja polémica acerca de la naturaleza juridica de los con-
sorcios. Pero si dejamos apuntado que sobre esta cuestién tiene incidencia precisamente
la novedad legislativa de su adscripcién. Porque, en nuestra opinién, la nocién misma
de adscripcién casa mal con la esencia asociativa del consorcio: parece responder mejor
a una idea de relacién vertical (con la Administracién concreta con la que se vincula por
imperativo legal) que no a otra de cardcter horizontal (propia de sujetos que deciden aso-
ciarse sobre la base de la voluntariedad). En cualquier caso, la adscripcién viene a refor-
zar no tanto el cardcter instrumental del consorcio, que siempre lo ha tenido, sino mds
bien su cardcter dependiente. Por ello, podria entenderse que este cambio normativo no
afecta tanto a su consideracién como ente instrumental, sino como ente dependiente de
otra entidad publica matriz, acercdndolo a formas institucionales ya existentes como el
organismo auténomo*.

III. CARACTER OBLIGATORIO DE LA ADSCRIPCION

La adscripcién tiene cardcter obligatorio: que el consorcio esté adscrito a una Ad-
ministracién publica es una obligacién impuesta por la ley, en concreto, por la DA 20.2
LRPRAC. Asi se deduce de los términos imperativos con los que se regula la adscripcién
en dicha disposicién adicional”.

En consecuencia, el hecho de la adscripcién no se deja a la libre voluntad del con-
sorcio ni de los miembros que lo integren. En este sentido, por ejemplo, no es posible

4 Con cita de copiosa bibliograffa sobre la controversia acerca de la naturaleza del consorcio, puede con-
sultarse E TOSCANO GIL, «La definicién del consorcio local como entidad local en la legislacién autonémi-
car, en Cuadernos de Derecho Local, ntm. 27, octubre de 2011; y del mismo autor, tras la reforma local, «El
consorcio administrativo en la encrucijada», de préxima publicacién en REALA. Asimismo, son de interés las
reflexiones al respecto contenidas en J. ROCAMORA MANTECA, «Los consorcios como férmula juridica eficiente
en la gestién de servicios e inversiones publicas locales», en M.2 J. PORTILLO NAVARRO y V. MERINO ESTRADA
(coords.), Crisis econdmica y entidades locales, Lex Nova, Valladolid, 2012, pp. 508-509; y, particularmente, en
E. NIETO GARRIDO, «La reforma de las entidades instrumentales por la Ley de Racionalizacién y Sostenibilidad
de la Administracién Localy, en Revista Espasiola de Derecho Administrativo, nim. 165, 2014, pp. 118-120.

> El apartado 1 de la DA 20.2 LRJPAC establece que los estatutos «determinardn» (imperativo) la Admi-
nistracion publica a la que «estard» (imperativo) adscrito el consorcio. Por su parte, segtin el apartado 2 de esa
misma disposicién, el consorcio «quedaréd» (imperativo) adscrito a la Administracién que resulte de la aplicacion
de los criterios que alli se enumeran. Y en esa misma norma, en su apartado 3, en relacién con el consorcio en
el que participen entidades privadas sin 4nimo de lucro, se dice también que «estard» (imperativo) adscrito.
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acordar en los estatutos del consorcio que queda liberado de esta obligacién —que es de
origen legal— o bien, directamente, disponer su no adscripcién.

IV. CONSORCIOS OBLIGADOS A ADSCRIBIRSE

La regla general es que la obligacién de adscripcién alcanza a todos los consorcios.
No obstante, como excepcién, algunos quedan exceptuados de esta obligacién.

1. Regla general: extension de la obligacién de adscripcién
a todos los consorcios

Como regla general, todos los consorcios estdn obligados a adscribirse. Este alcance
general se debe a la confluencia de dos factores, a saber: que la obligacién venga estable-
cida en la LRJPAC y, ademds, los términos concretos en los que alli se recoge:

1) De entrada, por la razén de que la obligacién de adscripcién se ha establecido
en la LRJPAC que, como es sabido, resulta de aplicacién a todas las Administraciones
publicas. Conviene subrayar que, a diferencia de lo que ha hecho a la hora de introducir
otros cambios en el régimen de los consorcios, el legislador de la LRSAL ha introducido
esta nueva obligacién no a través de la reforma de la LBRL, lo que habria asegurado la
adscripcién tinicamente a los consorcios locales, sino a través de la reforma de la LR-
JPAC (adicién de una nueva DA 20.2), garantizando asi la extensién de la obligacién a
todos los consorcios administrativos.

2) Y ademds, por la razén de que la obligacién de adscripcién se recoge en la
DA 20.2 LRJPAC en unos términos que deja clara su extensién a la totalidad de los
consorcios. Sin perjuicio de lo que luego diremos respecto a la existencia de excepciones,
lo cierto es que de la redaccién de la citada disposicién adicional resulta clara su alcance
generalizado: «Los estatutos de cada consorcio» determinardn la Administracién de ads-
cripcién (apdo. 1).

De la extensién general de la obligacién de adscripcién de los consorcios podemos
derivar las siguientes consecuencias:

1) La irrelevancia de la naturaleza del consorcio o, si se prefiere, del nivel de go-
bierno territorial de referencia. La obligacién de adscripcién no se circunscribe tni-
camente a los consorcios locales, sino que alcanza a todos ellos, incluidos, pues, los
autonémicos y estatales.

2) La irrelevancia del momento de creacidn del consorcio. La obligacién de ads-
cripcién abarca tanto a los consorcios ya existentes en el momento de entrada en vigor
de la LRSAL, como a los que puedan crearse con posterioridad. En relacién con los

primeros, se impone la obligacién de adaptar sus estatutos a esta nueva exigencia legal
(DT 6.2 LRSAL).
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3) La irrelevancia de la naturaleza (publica o privada) de los miembros del con-
sorcio. La obligacién de adscripcién no se limita a los consorcios integrados tinicamente
por Administraciones publicas, sino que incluye igualmente a aquellos otros en los que
participen entidades privadas sin 4nimo de lucro. En este sentido, el apartado 3 de la
DA 20.2 LRJPAC recuerda expresamente que también estos consorcios deben adscribir-
se («estard adscrito», dice). Queda claro que la voluntad del legislador es disipar las dudas
que pudieran existir al respecto, pero lo cierto es que se trata de un precepto legal innece-
sario. El motivo es que este concreto supuesto ya estd subsumido en el omnicomprensivo
del apartado 1: «Los estatutos de cada consorcio [por tanto, también los participados
por entidades privadas sin 4nimo de lucro, puesto que no son excluidos] determinardn
la Administracién publica a la que estard adscrito».

2. Excepcién: consorcios exceptuados de la obligaciéon de adscripcion

Como excepcidn a la regla general arriba expuesta, podemos identificar dos tipos de
consorcios que resultan exceptuados de la obligacién de adscripcidn:

1) Los consorcios que cumplan las condiciones establecidas en la DA 14.2 LRSAL.
En realidad, a estos consorcios no se les aplica nada de lo dispuesto en la DA 20.2 LR-
JPAC'y, por tanto, tampoco la obligacién de adscripcién.

Para quedar incluido dentro del 4mbito de aplicacién de la DA 14.2 LRSAL, el
consorcio debe cumplir las siguientes condiciones: @) que se haya constituido antes de la
entrada en vigor de la LRSAL; 4) que no tenga la consideracién de Administracién pu-
blica a los efectos del Sistema Europeo de Cuentas; ¢) que esté participado por entidades
locales y entidades privadas; ) que no esté incurso en pérdidas durante dos ejercicios
consecutivos, y ¢) que no reciba ni haya recibido subvenciones de las Administraciones
publicas en los cinco ejercicios anteriores al de entrada en vigor de la LRSAL, con inde-
pendencia de las aportaciones a las que estén obligados los entes consorciados.

La no aplicacién a estos consorcios de la DA 20.2 LRJPAC y, por tanto, que resulten
exceptuados de la obligacién de adscripcidn, tiene su repercusion practica en orden a la
determinacién del régimen juridico que les es aplicable. En efecto, estos consorcios «se
regirdn por lo previsto en sus respectivos estatutos» (inciso final de la DA 14.2 LRSAL).
Con ello se les estd garantizando un régimen juridico distinto (rdbrica de la DA 14.2 LR-
SAL: «Régimen juridico especial de determinados consorcios») frente al general, comdn
u ordinario del resto de consorcios (ribrica de la DA 20.2 LRJPAC: «Régimen juridico
de los consorcios»).

La exclusién de estos consorcios del régimen juridico general (DA 20.2 LRJPAC)
y la aplicacién de este régimen juridico especial (DA 14.2 LRSAL) tiene una caricter
marcadamente excepcional: constituye una excepcién a la regla general. De ahi que sea
precisa la interpretacidn restrictiva en todo lo que rodea a la DA 14.2 LRSAL, sin que sea
posible el recurso a la interpretacién extensiva y, mucho menos, a la analogfa.
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Precisamente por la naturaleza excepcional del supuesto que contempla, la DA 14.2
LRSAL advierte que la aplicacién del régimen juridico especial serd posible solamente
«en tanto se mantengan todas las condiciones mencionadas». Lo que supone, en rigor, la
imposicién de una doble exigencia.

De entrada, es necesario el cumplimiento cumulativo de todas las condiciones (se
mantengan «todas»). Basta con que no concurra uno solo de los requisitos para que la
exclusion no tenga lugar. El andlisis de estas condiciones, que son muchas y rigurosas
por su contenido, conduce a la conclusién de que serdn muy pocos los consorcios que
puedan cumplirlas y por consiguiente, que queden amparados por la DA 14.2 LRSAL.
Es mids, todo apunta a que el legislador ha redactado esta disposicién como si fuera un
traje a medida de algin consorcio en concreto que, en cualquier caso, no queda expre-
samente identificado.

La segunda exigencia es que el cumplimiento de las condiciones sea permanente,
esto es, continuado en el tiempo («se mantengan» todas). Por tanto, la falta sobrevenida
de cumplimiento de alguna de las condiciones determinard que el consorcio hasta ese
momento excluido entre dentro del dmbito de aplicacién de la DA 20.2 LRJPAC, esto
es, del régimen juridico general y de su obligacién de adscripcién.

2) Los consorcios legales de la Carta Municipal de Barcelona. La Ley catalana
22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona contempla la exis-
tencia de consorcios de creacién legal en los que participa el propio Ayuntamiento de
Barcelona y la Generalitat de Catalufia. Pues bien, segtin ha interpretado el propio ayun-
tamiento barcelonés, estos consorcios legales quedan fuera de la aplicacién de la DA 20.2
LRJPAC v, por tanto, de la obligacién de adscripcién. Es mds, segin esa interpretacién,

¥ g g
quedan excluidos en bloque de toda la nueva regulacién que la LRSAL ha introducido
para los consorcios. Esta exclusién se fundamenta por una doble via: por la existencia
y salvaguarda del régimen especial propio del Municipio de Barcelona, por un lado, y
por la diferente naturaleza juridica de los consorcios legales, por el otro®. Porque —afa-
dimos nosotros— lo cierto es que los consorcios de la Carta Municipal de Barcelona
solamente tienen en comun la denominacién, con la confusién que tal coincidencia
genera, con los consorcios voluntarios. Dicho de otra manera, a pesar del nombre, los
de la Carta no son verdaderos consorcios entendidos estos como instrumentos de cola-
boracién interadministrativa y, por consiguiente, siendo esencial en ellos la nota de la
Y
voluntariedad.

¢ Punto 2.2.1 («Consorcios legales») de la Instruccién por la que se establece el marco y los criterios
generales de aplicacién de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalizacién y Sostenibilidad de la
Administracién Local, al Municipio de Barcelona: «El régimen previsto en la LRSAL para los consorcios no
es de aplicacién a los consorcios legales establecidos en la CMB [Carta Municipal de Barcelona], tanto por la
vigencia del régimen especial como, sobre todo, por su diferente naturaleza juridica» (la traduccién es nuestra);
publicado en la Gaceta Municipal de Barcelona, ntim. 19, de 20 de junio de 2014.
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V. ADMINISTRACION DE ADSCRIPCION

De la DA 20.2 LRJPAC deriva que la adscripcién debe hacerse a la Administracién
publica que sea miembro del consorcio y que resulte de la aplicacién de los criterios
legales establecidos en esa misma disposicién. Desmenuzando esta afirmacién, podemos
formular las siguientes observaciones al respecto:

1) El consorcio solamente se puede adscribir a una entidad que tenga la considera-
cién de Administracién publica. Asi se afirma reiteradamente a lo largo de los diferentes
apartados de la DA 20.2 LRJPAC: en ellos siempre se alude a que la adscripcién se hard
a una «Administraciéon publican.

La consecuencia es que no cabe la adscripcién a un sujeto que no sea Administraciéon
y, en particular, aunque sea miembro del consorcio, no cabrd hacerlo a las entidades
privadas sin dnimo de lucro participantes. Por si existiera alguna duda, esta limitacién
se recoge expresamente en el apartado 3 de la DA 20.2 LRJPAC: «En el supuesto de
que participen en el consorcio entidades privadas sin 4nimo de lucro, en todo caso el
consorcio estard adscrito a la Administracién publica que resulte de acuerdo con los
criterios establecidos en el apartado anterior». Pero, en rigor, se trata de una advertencia
legal innecesaria. En efecto, que el consorcio no puede quedar adscrito a una entidad
privada resulta obligado y coherente con la naturaleza del consorcio o, si se prefiere, con
la condicién de Administracién publica que tiene el propio consorcio: una Administra-
cién no puede quedar adscrita a una entidad privada. Pero ademds, resulta igualmente
obligado y coherente con las consecuencias juridicas que se derivan de la adscripcién, en
particular, con la determinacién —siquiera parcial— del régimen juridico aplicable al
consorcio. Ya con anterioridad a la aprobacién de la LRSAL, la doctrina venia sehalando
que la admisién de la participacién de entidades privadas no puede llegar al extremo de
condicionar el régimen juridico aplicable al consorcio”.

La referencia expresa que se hace a las entidades privadas sin 4nimo de lucro en el
citado apartado 3 de la DA 20.2 LRJPAC proporciona, sin embargo, una utilidad indi-
recta, en tanto que supone la primera vez que se incorpora a esa ley el reconocimiento de
que las entidades privadas pueden ser miembro de los consorcios. Hasta ese momento,
efectivamente, el reconocimiento legal de esa posibilidad se limitaba a la LBRL, por
tanto, de aplicacién a los consorcios locales, pero ahora, por obra de su incorporacién
ala LRJPAC, la admisibilidad expresa se hace extensiva a todos los consorcios adminis-
trativos®.

2) El consorcio solamente se puede adscribir a una Administracién puablica que
sea miembro de él. Quizds por su obviedad, este requisito no se exige expresamente en

7 Sobre la cuestién, F. TOSCANO GIL, «La definicidn...», op. ciz., p. 45, y A. KONINCKX FRASQUET, «De
nuevo sobre los consorcios», en M. J. DOMINGO ZABALLOS (coord.), Reforma del régimen local. La Ley de Ra-
cionalizacion y Sostenibilidad de la Administracién Local: veintitrés estudios, Thomson Reuters-Aranzadi, Cizur
Menor, 2014, p. 584, asi como las muchas referencias bibliogréficas contenidas en ambos trabajos.

8 Asf lo destaca E TOSCANO GIL, «El consorcio...», op. cit.
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la DA 20.2 LRJPAC. Pero su exigencia deriva, mds alld de razones de pura l6gica, de
la lectura de los criterios legales de adscripcién: todos ellos estan formulados tomando
como referencia a las Administraciones participantes en el consorcio.

La consecuencia, claro estd, es que no cabe adscribir el consorcio a una Administra-
cién que no sea miembro de él. Ni tan siquiera a aquellas que estén prestando asistencia
o cooperacién al consorcio directamente o bien a sus miembros, como puede ser el
caso, por ejemplo, de la provincia o de la Comunidad Auténoma. En el caso de que se
considerase conveniente, por las razones que sea, que la adscripcion se realice en alguna
de estas Administraciones, serd necesario que previamente entren a formar parte del
consorcio y, ademds, que lo hagan en unos términos en que resulte ella seleccionada por
la aplicacién de los criterios legales de adscripcion.

3) El consorcio solamente se puede adscribir a la concreta Administracién publica
miembro que resulte de la aplicacién de los criterios legales de adscripcién. Asi resulta

de la literalidad del apartado 2 de la DA 20.2 LRJPAC.

En consecuencia, la Administracién de adscripcién viene predeterminada por la ley,
mediante la fijacién de unos criterios objetivos y generales. De lo que resulta que esa
determinacién no puede realizarse mediante un acuerdo de los miembros del consorcio.
Ahora bien, en manos de los participantes siempre estard, claro, a través de la oportuna
reforma de los estatutos, modificar las circunstancias que son tenidas en cuenta por los
criterios legales y, de este modo indirecto, condicionar decisivamente la concrecién de la
Administracién de adscripcidn.

4)  El consorcio solamente puede adscribirse a una dnica Administracién publica.
En otras palabras, en referencia a un momento temporal concreto, tnicamente es posi-
ble que exista una Administraciéon de adscripcién.

De esta exigencia se deriva, como consecuencia, que no son admisibles las siguientes
practicas:

a) La adscripcién del consorcio simultdneamente a varias Administraciones pa-
blicas. Ni siquiera cuando estas varias Administraciones sean homogéneas entre si, en el
sentido de que pertenezcan todas ellas a un mismo tipo o clase de entidad publica (por
ejemplo, que todas sean municipios)®.

Esta imposibilidad puede ser causa de disfunciones en el caso de adscripcién de
consorcios de composicién mixta. Piénsese, por ejemplo, en el supuesto de un consor-
cio formado por un grupo de municipios y una Comunidad Auténoma, en el que el
global de la participacién municipal es mayoritaria, en correspondencia con el objeto
del consorcio, pero en el que, individualmente considerado, la mayor participacién es
la autonémica. Pues bien, en aplicacién de los criterios legales, la adscripcién se hard a
la Comunidad Auténoma, lo que conducird a que se califique ese consorcio de autoné-
mico y no de local.

? Asi lo sefala acertadamente E TOSCANO GIL, «El consorcio...», 9p. cit.
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b) Laadscripcion del consorcio sucesivamente a varias Administraciones publicas,
mediante el empleo de férmulas rotatorias. En efecto, el cambio de Administraciéon de
adscripcién si que es posible, pero no por el acuerdo de los miembros del consorcio, sino
tnicamente por cambio en las circunstancias tomadas en consideracién para la aplica-
cién de los criterios legales de adscripcién.

¢) Laadscripcién del consorcio genéricamente a un nivel territorial de Administra-
cién publica (local, autonédmico o estatal). Aunque es cierto que la adscripcién determi-
na —siquiera parcialmente— la aplicacién al consorcio del régimen juridico propio de
un nivel territorial de gobierno, debe hacerse especificamente a una Administracién en
concreto y no genéricamente al nivel al que dicha entidad pertenezca.

5) Por ultimo, se nos plantea la duda acerca de si la adscripcién solamente pue-
de hacerse a una Administracién publica de cardcter territorial. Lo que supondria, al
contrario, excluir de la posibilidad de adscripcién a las entidades publicas participantes
de cardcter instrumental. La respuesta a este interrogante la encontramos, de manera
indirecta, en el art. 13.2.5) LRSP. En este precepto se contempla la hipétesis en que la
Administracién de adscripcién ha ejercido el derecho de separacién del consorcio. Dado
este supuesto, la ley dispone que: «Tendrd que acordarse por el consorcio quién, de las
restantes Administraciones o entidades u organismos puiblicos vinculados o dependientes
de una Administracién que permanecen en el consorcio, se adscribe en aplicacién de los
criterios establecidos en la ley». Se presupone, por tanto, que la nueva adscripcién pueda
recaer en entes instrumentales que permanezcan en el consorcio. Conviene no olvidar, sin
embargo, que la solucién que se busque deberd en todo caso respetar los limites estable-
cidos por la nueva DA 9.2 LBRL sobre el «redimensionamiento del sector ptblico local».

VI. CRITERIOS DE ADSCRIPCION

El apartado 2 de la DA 20.2 enumera los criterios que deben utilizarse para la de-
terminacién de la Administracién publica de adscripcién. En concreto, el consorcio se
adscribird a la Administracién que:

1) «Disponga de la mayoria de votos en los érganos de gobierno» [letra 2)].

2) «Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoria de los érganos ejecu-
tivos» [letra 6)].

3) «Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoria de los miembros del
personal directivo» [letra ¢)].

4) «Disponga de un mayor control sobre la actividad del consorcio debido a una
normativa especial» [letra 4)].

5) «Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayorfa de los miembros del
érgano de gobierno» [letra e)].

6) «Financie en mds de un 50 por 100 o, en su defecto, en mayor medida la ac-
tividad desarrollada por el consorcio, teniendo en cuenta tanto la aportacién del fondo
patrimonial como la financiacién concedida cada afio» [letra f)].
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7) «Ostente el mayor porcentaje de participacién en el fondo patrimonial»
(letra g)].

8) «Tenga mayor nimero de habitantes o extensién territorial dependiendo de si
los fines definidos en el estatuto estdn orientados a la prestacién de servicios, a las perso-
nas, o al desarrollo de actuaciones sobre el territorio» [letra 4)].

Los criterios arriba enumerados se caracterizan por las siguientes notas:

1)  Son criterios legales. Por consiguiente, la adscripcién ya viene predeterminada
por la ley.

2) Son criterios recogidos legalmente en una enumeracién cerrada o exhaustiva.
En nuestra opinidn, pues, no hay espacio para que el legislador autonémico pueda alte-
rar la enumeracion de la DA 20.2 LRJPAC por la via de suprimir o afiadir algin criterio.
Lo que no debe interpretarse como la prohibicién absoluta para que dicho legislador
autonémico pueda, en ejercicio de su competencia de desarrollo de las bases estatales,
precisar o concretar aspectos de los criterios enumerados.

3) Son criterios jerarquizados. En la terminologfa de la ley, son «criterios de prio-
ridad»: solamente podr4 utilizarse uno posterior cuando no quepa aplicar otro anterior
de la enumeracién legal.

4)  Son criterios imperativos. Su utilizacién, para la determinacién de la Admi-
nistracién de adscripcién, viene impuesta por la ley: «El consorcio quedard adscrito»
—imperativo— a la Administracién que resulte de la aplicacién de esos criterios. Los
criterios, pues, no son disponibles por el consorcio ni por sus miembros. Indisponibi-
lidad que puede predicarse en un doble sentido. Por lo pronto, no pueden usarse otros
criterios diferentes a los contenidos en la enumeracién legal (numerus clausus). Y, en
segundo lugar, no pueden usarse en un orden diferente a aquel con el que se recogen
en dicha enumeracién legal (jerarquizacién). En definitiva, en la adscripcién prevalece
la voluntad del legislador, cristalizada en los criterios de la DA 20.2 LRJPAC, sobre la
voluntad del consorcio y de sus miembros.

5) Son criterios aplicables a todos los consorcios, incluidos aquellos en los que
participen entidades privadas sin 4nimo de lucro. Asi lo advierte de manera expresa,
aunque sea realmente innecesario, la DA 20.2 LRJPAC, en su apartado 3: en estos
casos, en efecto, igualmente la adscripcidn se realizard a la Administracion «que resulte
de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado anterior», esto es, los mismos
criterios.

La enumeracién del apartado 2 de la DA 20.2 LRJPAC contiene ocho criterios [de la
letra @) hasta la letra /)]. No obstante, a nuestro parecer, todos ellos pueden reconducirse
a tres grupos. El primer grupo incluye los cinco primeros criterios [letras 2) a e)]: la idea
que subyace en ellos es la del mando o control efectivo sobre el consorcio. El segundo
grupo recoge los siguientes dos criterios [letras /) y g)]: hacen referencia a la aportacién
econémica mayoritaria al consorcio. El tercer grupo, que opera como cldusula de cierre,
incluye tnicamente el dltimo criterio [letra /)]: se redacta sobre la base del tamafo, po-
blacional o territorial, de las Administraciones miembros del consorcio.
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Los criterios recogidos en la DA 20.2 LRJPAC son, en general, razonables y los
habituales. Por lo demds, su inclusién en esta norma de cardcter basico, de aplicacién
a todos los consorcios, refuerza la seguridad juridica. En efecto, se pretende con ello
superar las incertidumbres de la situacién existente hasta el momento, caracterizada por
el establecimiento de criterios diferentes, tanto por la normativa autonémica como por
los propios estatutos, en orden a determinar la naturaleza del consorcio y, con ello, su
régimen juridico aplicable.

Mis alld de estos aspectos positivos, pueden destacarse otros mds criticables en rela-
cién con los criterios legales. De entrada, la superposicién o reiteracién en que incurren
muchos de ellos. En realidad, son criterios tan cercanos por su contenido que algunos
pueden considerarse como una mera desagregacién o aplicacién de detalle de otros. Asi,
por ejemplo, los cinco primeros criterios [letras @) hasta ¢)] son reconducibles a uno:
el control sobre los érganos de gobierno del consorcio. Por su parte, los dos siguientes
criterios también se pueden reconducir a la unidad: la mayor aportacién econémica al
consorcio. Y, finalmente, estos dos criterios resultantes, en la practica, coincidirdn: la
Administracién que haga la mayor aportacién econémica al consorcio seguro que tendrad
el control de sus 6rganos de gobierno, puesto que es politicamente dificil de imaginar (y
legalmente comprometido) que quien aporta mayoritariamente el dinero deje el control
sobre la toma de las decisiones de gasto a otro sujeto distinto.

Los criterios legales recogidos en la DA 20.2 LRJPAC, en segundo lugar, son difi-
cilmente aplicables en caso de participacién igualitaria de los miembros del consorcio,
supuesto nada infrecuente. Si se da esta posicién de igualdad de los miembros, dnica-
mente resultard de aplicacién el dltimo de los criterios que, de este modo, viene a operar
como una cldusula de cierre. Segin ha sido configurado legalmente este criterio, la ads-
cripcién se hard atendiendo a un dato que tiene que ver con la dimensién de la entidad
participante, y no con su relacién con el consorcio: la Administracién de adscripcién
serd aquella que «tenga mayor ntimero de habitantes o extensidn territorial [...]». Nétese
que, en rigor, se incluyen aqui dos criterios distintos: el tamafio poblacional y el tamafio
territorial de la entidad. La eleccién entre ambos, que perfectamente pueden no coin-
cidir, debe hacerse del modo siguiente: «[...] dependiendo de si los fines definidos en el
estatuto estdn orientados a la prestacién de servicios, a las personas, o al desarrollo de
actuaciones sobre el territorio.

El empleo de las dos variables indicadas en la configuracién legal del dltimo de los
criterios [letra 4)] puede dificultar su aplicacién a los casos concretos. Para la adscrip-
cién, efectivamente, debera tenerse en cuenta el tamafno poblacional o bien el territorial
en atencién («dependiendo») de la «orientacién» de los fines estatutarios: que lo estén
«a la prestacién de servicios, a las personas» o bien «al desarrollo de actuaciones sobre
el territorio». Pues bien, no siempre serd evidente la orientacién principal de los fines,
puesto que los servicios prestados lo son a las personas de un territorio determinado y, a
la inversa, son las personas las beneficiarias tltimas de las actuaciones sobre el territorio.
Por lo demis, el empleo de un criterio que toma como base el tamafio de las entidades
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participantes no parece apropiado para el caso del consorcio, puesto que se caracteriza
por tener una composicién heterogénea, esto es, estard integrado por diferentes tipos de
Administraciones y, por consiguiente, de diferente nivel territorial y englobando unas
la poblacién de otras (piénsese, por ejemplo, el caso del consorcio integrado por la pro-
vincia y algunos de sus municipios). Este criterio, de tenerlo, puede tener mds sentido
en entidades asociativas de composicién homogénea, como es el caso de las mancomu-

nidades de municipios .

También resulta criticable, por terminar, la inclusién en la enumeracién legal de un
criterio que consiste en la remisién a una normativa especial: «Disponga de un mayor
control sobre la actividad del consorcio debido a una normativa especial» [letra 4)].
Aunque no queda muy claro su significado, dada su redaccién en términos tan impreci-
sos como amplios, parece que nos encontramos aqui ante una cldusula habilitadora de
excepciones al régimen general que establece la DA 20.2 LRJPAC, en cuyo caso es mds
que discutible la ubicacién sistemdtica del precepto''.

VII.  FORMA DE LA ADSCRIPCION: DETERMINACION
EN LOS ESTATUTOS

La adscripcién debe hacerse en los estatutos del consorcio: «Los estatutos de cada
consorcio determinardn la Administracién publica a la que estard adscrito» (apdo. 1 de

la DA 20.2 LRJPAC).

En consecuencia, tras la entrada en vigor de la LRSAL, la adscripcién se ha conver-
tido en uno de los contenidos minimos necesarios de los estatutos consorciales, esto es,
de los obligados legalmente '%.

Ahora bien, debe advertirse que los estatutos no son libres a la hora de llevar a cabo
la determinacién de la adscripcién que por ley se les impone. Antes al contrario, deben
hacerlo «de acuerdo con lo previsto en los siguientes apartados» (apdo. 1, in fine, de la
DA 20.2 LRJPAC). Por tanto, «de acuerdo con» los criterios legales y respetando las
coordenadas temporales de la adscripcién (fijados todos ellos en el apdo. 2), incluso

1" Coincide en la critica de este criterio, entre otros, E. NIETO GARRIDO, «La Ley de Racionalizacién y
Sostenibilidad de la Administracién Local y los consorcios administrativos», en J. A. CARRILLO DONAIRE y
P. NAVARRO RODRIGUEZ (coords.), La reforma del régimen juridico de la Administracién Local. El nuevo marco
regulatorio a la luz de la Ley de Racionalizacion y Sostenibilidad de la Administracién local, La Ley-El Consultor de
los Ayuntamientos, Madrid, 2014, pp. 374 y 375; y, de la misma autora, E. NIETO GARRIDO, «La reforma...»,
op. cit., pp. 121-122.

" Conviene advertir, en todo caso, que el legislador ya ha introducido una excepcién sin hacer uso de esta
cldusula, al introducir una nueva regulacién de los consorcios sanitarios (DF 10.2 LRSP). De nuevo, E. Tosca-
NO GIL, «El consorcio...»,0p. cir.

12 Asf lo demuestra el art. 99 ALRJSP. Este articulo, dedicado al «contenido de los estatutos», comienza
afirmando que: «Los estatutos de cada consorcio determinardn la Administracién publica a la que estard ads-
Crito».
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en el caso de que participen en el consorcio entidades privadas sin d4nimo de lucro

(apdo. 3) "°.

VIII. COORDENADAS TEMPORALES DE LA ADSCRIPCION

Del apartado 2 de la DA 20.2 LRJPAC se deducen dos relevantes coordenadas tem-
porales que deben ser respetadas en la adscripcién del consorcio:

1) La primera coordenada se refiere al momento concreto en que deben aplicarse
los criterios legales y, por tanto, en que debe determinarse la adscripcién del consorcio: la
aplicacién de dichos criterios legales de adscripcién debe hacerse «referidos a la situacién
en el primer dia del ejercicio presupuestario». Las circunstancias que estin en la base
de los criterios debe ser tenida en cuenta en ese concreto dia (el primer dia del ejercicio
presupuestario) y no en cualquier otro.

2) La segunda coordenada temporal fija una duracién minima a la adscripcién
realizada: «El consorcio quedard adscrito, en cada ejercicio presupuestario y por todo ese
periodo». Por consiguiente, en todo caso, una vez hecha, la adscripcién debe mantenerse
durante todo el tiempo que dura el ¢jercicio presupuestario.

Del juego combinado de ambas coordenadas temporales se derivan las siguientes
consecuencias:

1)  Se fija legalmente una duracién minima de la adscripcién. Lo acabamos de in-
dicar: durard como minimo todo el ejercicio presupuestario en curso, incluso en el caso
de que antes de su expiracién hayan cambiado las circunstancias tomadas en cuenta por
los criterios legales de adscripcién.

2) No se fija legalmente, en cambio, una duracién méxima de la adscripcién. Si
no se produce un cambio de las mencionadas circunstancias, la adscripcién puede per-
manecer toda la vida del consorcio.

3) Laadscripcién no tiene cardcter permanente. Aunque la DA 20.2 LRJPAC no lo
diga expresamente, de su redaccién puede deducirse sin mayor dificultad que el cambio
de Administracién de adscripcién no solamente es posible, sino que resultard obligado si
cambian las circunstancias tenidas en cuenta para la aplicacién de los criterios legales de
adscripcién. En realidad, ese cambio de circunstancias puede provocar un cambio de cri-
terio aplicable (ahora resultard seleccionado un criterio distinto cuya aplicacién conduce
a una Administracién diferente) o bien que la aplicacién del mismo criterio conduzca a

13 El empleo de la expresién «determinardn» puede inducir a confusion en relacién al papel que corres-
ponde a los estatutos respecto a la adscripcién. En efecto, la terminologia puede ser equivoca. El uso del tiempo
verbal en imperativo («determinardn») es correcto para indicar que se trata de un contenido legalmente obligado
de los estatutos. Pero el empleo de ese verbo («determinar») no debe hacer perder de vista la funcién meramente
declarativa y no constitutiva que corresponde a esos estatutos: la determinacién de la Administracién de ads-
cripcién resulta automdticamente de la aplicacion de los criterios legales, sin que se reconozca a los redactores
de los estatutos la posibilidad de apartarse de ese resultado legalmente predeterminado.

‘ ‘ ANUA-DER-MUNLindb 98 @

29/05/15 11:27‘ ‘



El nuevo régimen de los consorcios: la controvertida obligacién de adscripcién 929

una distinta Administracién de adscripcién (por cambio en las circunstancias referidas
al control o financiacién del consorcio o el tamafio de sus miembros).

4)  Obligacién de revisién anual de la adscripcién. De lo que hemos afirmado en
el apartado anterior cabe deducir que el consorcio tiene la obligacién de revisar cada afo
su adscripcién, examinando la existencia de posibles cambios en las circunstancias que
estdn en la base de los criterios legales. Como es obvio, el resultado de la revisién puede
suponer tanto la confirmacién como el cambio de la adscripcién existente.

5)  El cambio de adscripcién, en su caso, debe tener lugar en el momento de inicio
del ejercicio presupuestario. Dado que la adscripcién debe durar todo el periodo de di-
cho ejercicio, el momento relevante para el cambio de adscripcién no es la fecha en que
se haya producido efectivamente el cambio de las circunstancias, sino —por imperativo
legal— el primer dia en el que comienza el nuevo ejercicio presupuestario.

Habida cuenta de que los estatutos deben determinar obligatoriamente la Adminis-
tracién a la que se adscribe el consorcio (contenido minimo necesario), en el caso de que,
tras la revisién anual, se produzca un cambio de adscripcidn, serd necesario trasladarlo a

los estatutos a través de su reforma ',

IX. POSIBILIDAD DE CAMBIO DE ADSCRIPCION

La adscripcién puede cambiar durante la vida del consorcio. Y puede hacerlo por

diversas causas'>:

1) Cambio de adscripcién como consecuencia de la modificacién sobrevenida de
las circunstancias tenidas en cuenta por los criterios legales de adscripcion. Esta causa, ya
examinada mds arriba, se deriva de lo previsto en la DA 20.2 LRJPAC.

2) Cambio de adscripcién como consecuencia del ejercicio del derecho de se-
paracién del consorcio de la Administracién de adscripcién. Esta causa se recoge ex-
presamente en el art. 13.2.4) LRSP: «Tendrd que acordarse por el consorcio a quién,
de las restantes Administraciones o entidades u organismos publicos vinculados o de-
pendientes de una Administracién que permanecen en el consorcio, se adscribe en
aplicacién de los criterios establecidos en la ley». A pesar de la redaccién («tendrd que
acordarse»), la decisién sobre la nueva adscripcién no es libre para el consorcio, sino
que otra vez vendrd determinada por la aplicacién de los mismos criterios legales de
adscripcién. En efecto, advierte el precepto transcrito que el acuerdo debe tomarse «en
aplicacién de los criterios establecidos en la ley». Esta remisién a la ley debe entenderse

4 Asf lo establece expresamente el art. 95.4 ALRJSP: «Cualquier cambio de adscripcién a una Adminis-
tracion publica, cualquiera que fuere su causa, conllevard la modificacién de los estatutos del consorcio en un
plazo no superior a seis meses, contados desde el inicio del ejercicio presupuestario siguiente a aquél en que se
produjo el cambio de adscripcién».

5 La redaccién del art. 95.4 ALRJSP presupone la existencia de una pluralidad de causas de cambio de
adscripcién: «Cualquier cambio de adscripcién a una Administracién publica, cualquiera que fuere su cau-
sa [...]».
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hecha a los criterios fijados en la DA 20.2 LRJPAC, salvo, claro estd, que nos encon-
tremos ante un consorcio que excepcionalmente se escape del dmbito de aplicacién de
esta disposicién.

El cambio de adscripcién, con independencia de la causa que lo haya provocado,
conllevard necesariamente la reforma de los estatutos'°. La legislacién vigente no fija un
plazo méximo para que la modificacién estatutaria tenga lugar .

X. CONSECUENCIA DE LA ADSCRIPCION: DETERMINACION
DEL REGIMEN JURIDICO APLICABLE AL CONSORCIO

1. Efectos juridicos concretos determinados expresamente por la ley

La LRSAL ha determinado, de manera concreta y especifica, las siguientes conse-
cuencias juridicas derivadas de la adscripcién:

1) Régimen de presupuestacién, contabilidad y control: «Los consorcios estarin
sujetos al régimen de presupuestacion, contabilidad y control de la Administracién pu-
blica a la que estén adscritos», todo ello «sin perjuicio de su sujecién a lo previsto en
la Ley Orgdnica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad
Financiera» (apdo. 4 de la DA 20.2 LRJPAC).

2) Auditorfa de las cuentas anuales: «En todo caso, se llevard a cabo una auditorfa
de las cuentas anuales [del consorcio] que serd responsabilidad del 6rgano de control
de la Administracién a la que se haya adscrito el consorcio» (apdo. 4 de la DA 20.2
LRJPAC).

3) Integracién de los presupuestos y cuenta general: «los consorcios deberdn for-
mar parte de los presupuestos e incluirse en la cuenta general de la Administracién
publica de adscripcién» (apdo. 4 de la DA 20.2 LRJPAC).

4) Régimen juridico del personal al servicio de los consorcios: «Podr4 ser funcio-
nario o laboral [...] su régimen juridico serd el de la Administracién publica de adscrip-
cién» (apdo. 5 de la DA 20.2 LRJPAC).

5) Retribuciones del personal al servicio de los consorcios: «Podrd ser funciona-
rio o laboral [...] sus retribuciones en ningtn caso podrdn superar las establecidas para
puestos de trabajo equivalentes en aquélla [la Administracién publica de adscripcién]»
(apdo. 5 de la DA 20.2 LRJPAC).

6) Por dltimo, en relacién con la masa salarial del personal laboral del sector pu-
blico local, se dispone que las corporaciones locales deben aprobarla anualmente. Pues
bien, esta aprobacién comprendera la referente a la propia entidad local, pero también
la de los consorcios adscritos a ella (art. 103.bis.2 de la LBRL).

16 Asf lo exige expresamente el art. 96.4 ALRJSP.
7" Elart. 96.4 ALRJSP fija un plazo méximo de seis meses, a contar desde el inicio del ejercicio presupues-
tario siguiente a aquel en que se produjo el cambio de adscripcién.
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2. Dudoso tipo de vinculacién entre adscripcién y régimen juridico aplicable
al consorcio

Que la adscripcién estd relacionada con el régimen juridico aplicable al consorcio
parece fuera de toda duda. Basta con leer la ribrica de la nueva disposicién legal en la
que se introduce la obligacién de adscripcién: «Régimen juridico de los consorcios»
(DA 20.2 LRJPAC). Ahora bien, se plantean dos dudas a la hora de precisar el tipo de
vinculacién entre ambos o, dicho de otra manera, en el momento de precisar el modo y
alcance en que la adscripcién a una Administracién determina el régimen juridico que
serd de aplicacién al consorcio. De la exposicién de ambos interrogantes, con la valora-
cién de las respuestas posibles, nos ocupamos seguidamente.

2.1.  Averiguacion del grado de determinacion por la adscripcion del régimen juridico
aplicable al consorcio

La duda que aqui se plantea consiste en saber si la adscripcién determina en su
totalidad o bien solo parcialmente el régimen juridico aplicable al consorcio. Si se lee
con atencion, la DA 20.2 s6lo afirma expresamente que serdn de aplicacion al consorcio
aquellos aspectos relacionados con la vertiente econémica del régimen juridico de la
Administracién de adscripcion (en general, presupuestacion y control, ademds de perso-
nal). Pero no lo extiende, al menos no de manera expresa, al resto de aspectos que igual-
mente integran el régimen juridico del consorcio y, en especial, a las cuestiones relativas
a su organizacion y funcionamiento. Es mds, el apartado 1 de la DA 20.2 LRJPAC se re-
mite a los estatutos para la determinacién del «régimen orgénico, funcional y financiero»
del consorcio, aunque eso si, «de acuerdo con lo previsto en los siguientes apartados» '%.
Es preciso, pues, interpretar el significado y alcance de esta remisién legal a los estatutos
consorciales. En este sentido, dos son las tesis interpretativas posibles:

1) Primera tesis interpretativa: la adscripcién determina la aplicacién al consorcio
de la totalidad del régimen juridico de la Administracién de adscripcién. Es decir, la
aplicacién en todos sus aspectos, incluidos los relativos a organizacién y funcionamien-
to". A favor de esta tesis pueden esgrimirse los siguientes argumentos:

a) La literalidad de la DA 20.2 LRJPAC. En concreto, de su rdbrica: «Régimen
juridico de los consorcios». La redaccién legal deja claro que el objeto de la disposicién
es la determinacién del régimen juridico aplicable a los consorcios. Y al no matizar que
lo hace sélo parcialmente, debemos entender que se refiere a su totalidad.

b)  Es la solucién mejor desde la perspectiva de la seguridad juridica. Que la ads-
cripcién determine totalmente el régimen juridico aplicable es la solucién mds sencilla y
clara. Evita incertidumbres juridicas.

'8 Remision a los estatutos que se repite en el art. 99 ALRJSP.
" A favor de esta tesis, A. KONINCKX FRASQUET, «De nuevo...», op. cit., p. 582.
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¢) Es la mejor solucién también desde el punto de vista de facilitar el funcio-
namiento del consorcio. Lo que debe evitarse a toda costa es su sometimiento a un
régimen juridico hibrido o mixto, esto es, compuesto por normas procedentes de un
ordenamiento juridico para algunos aspectos (los econémicos) y de otro ordenamiento
diferente para los demds (organizacién y funcionamiento).

2) Segunda tesis interpretativa: la adscripcién solamente determina los aspectos
econémicos del régimen juridico del consorcio, que no son otros que los expresamente
sefalados en la LRSAL y que ya hemos visto. Para la determinacién del resto del conteni-
do de dicho régimen juridico (incluidas las cuestiones relativas a la organizacién y funcio-
namiento), deberemos estar a lo que establezcan los estatutos y, en su caso, la legislacion
autonémica®. A favor de esta tesis pueden traerse a colacién los siguientes argumentos:

a) Aqui también, la literalidad de la DA 20.2 LRJPAC. El contenido de esta dis-
posicién solamente vincula expresamente la adscripcién a los aspectos de cardcter eco-
némico del régimen juridico aplicable al consorcio. No lo extiende a los demds aspectos.
Antes al contrario, remite expresamente a los estatutos del consorcio la determinacién
de las cuestiones relativas a su organizacién y funcionamiento.

b) Coherencia con la finalidad perseguida por la reforma local. Como es bien
sabido, la LRSAL no pretende introducir una nueva regulacién completa del nivel local
de gobierno, sino que su objetivo se limita a incidir en aquellos puntos concretos que le
interesan para asi garantizar los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera de los entes locales. Por ello, de manera coherente, la nueva DA 20.2 LRJPAC
se ocupa solamente de determinar —mediante la introduccién de la obligacién de ads-
cripcién— los aspectos de naturaleza econémica del régimen juridico del consorcio.

¢) Esla mejor solucién desde la perspectiva de la garantia de la autonomia, tanto
local como autonémica. En efecto, esta interpretacién permite entender que el legis-
lador bésico estatal (DA 20.2 LRJPAC) no ha determinado en su totalidad el régimen
juridico aplicable al consorcio, sino que remite la determinacién de aspectos relevantes
de su contenido (organizacién y funcionamiento) a la decisién auténoma del consorcio
en sus estatutos y, en su caso, del legislador autonémico.

Como puede observarse, ambas tesis se apoyan en argumentos convincentes. No
obstante, nos parece que desequilibra la balanza el deseo de evitar que el consorcio actie
sometido a un régimen compuesto que pueda producir indeseados efectos de esquizo-
frenia juridica.

2.2.  Averiguacion del significado y alcance de la remision al régimen juridico
de la Administracion de adscripcion

Ha quedado claro que la adscripcién determina que el régimen juridico del con-
sorcio sea —total o parcialmente, en los términos descritos en el apartado anterior— el

2 A favor de esta tesis, F. TOSCANO GIL, «El consorcio...», op. cit.
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régimen juridico propio de la Administracién de adscripcién. Ahora bien, la segunda
duda que se nos plantea es averiguar qué debemos entender por «régimen juridico de la
Administracién de adscripcién». A la hora de fijar su significado y alcance, se enfrentan
las dos siguientes tesis interpretativas:

1) Primera tesis interpretativa: la remisién debe entenderse hecha al concreto ré-
gimen juridico aplicable a la Administracién de adscripcién, interpretado en un sentido
amplio, por tanto, incluyendo en su interior la totalidad de las reglas que le sean de
aplicacién (también, por ejemplo, las normas dictadas por la Administracién de ads-
cripcién, asi como las condiciones de trabajo de su personal o sus pliegos de cldusulas
administrativas).

2) Segunda tesis interpretativa: la remisién debe entenderse hecha, en su conjun-
to, al régimen juridico correspondiente al nivel de Administracién al que pertenezca la
de adscripcién: a la totalidad del ordenamiento estatal, autonémico o local correspon-
diente.

En nuestra opinidn, esta segunda interpretacién parece mds razonable. De entrada,
porque puede resultar disfuncional aplicar al consorcio reglas especificamente pensadas
para otra Administracién distinta (la de adscripcién). Ademds, esa primera tesis se ajusta
mal con la naturaleza asociativa del consorcio. Si ya resulta extrafio que un ente asociati-
vo se adscriba a uno solo de sus miembros, todavia lo serd mds que se le apliquen reglas
pensadas especificamente para uno de los asociados (la entidad de adscripcién) y no
para los demds. Por lo demds, la segunda tesis interpretativa ofrece una solucién mejor
al problema que, antes de la reforma, queria resolverse vinculando el tema del régimen
juridico aplicable al consorcio con su naturaleza juridica. Porque, efectivamente, a don-
de se pretendia llegar era a la determinacién de un ordenamiento (local, autonémico o
estatal) que, en bloque, se aplicara a todos los aspectos de la vida del consorcio.

3. Regimenes juridicos especiales

Indicamos a continuacion casos de consorcios sometidos a un régimen juridico es-
pecial. Escapan, por tanto, de la aplicacién en su totalidad del régimen juridico general
o comtn establecido en la DA 20.2 LRJPAC:

1) Los consorcios que cumplan continuadamente todas las condiciones estable-
cidas en la DA 14.2 LRSAL. Como ya indica la ribrica de este precepto, gozan de un
«régimen juridico especial», rigiéndose por lo establecido en sus propios estatutos.

2) Los consorcios constituidos para la prestacién de servicios minimos. Segtin
establece la DA 13.2 LRSAL, los consorcios ya existentes que tengan como objeto la
prestacién de servicios municipales obligatorios del art. 26 LBRL, tienen una relevante
peculiaridad en materia de personal: pueden tener personal propio.

3) Los consorcios sanitarios. La DF 10.2 LRSP afiade una DA tnica a la
Ley 15/1997, de 25 de abril, sobre habilitacién de nuevas formas de gestién del Sistema
Nacional de Salud. Esta nueva disposicién, bajo la ribrica de «Régimen juridico de los
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consorcios sanitarios», establece que el régimen juridico aplicable serd el establecido en
esta norma y, subsidiariamente, en aquello no regulado, el recogido en la normativa que
regula con cardcter general el resto de consorcios administrativos.

4) Los consorcios legales de la Carta Municipal de Barcelona. Como ya hemos
examinado, a juicio del propio ayuntamiento barcelonés, recogido en su Instruccién
por la que se establece el marco y los criterios generales de aplicacién de la Ley 27/2013,
de 27 de diciembre, de Racionalizacién y Sostenibilidad de la Administracién Local, al
Municipio de Barcelona, este tipo de consorcios quedan excluidos de la nueva regula-
cién introducida por la reforma local sobre los consorcios, tanto por la existencia de un
régimen especial como por la diferente naturaleza juridica de los consorcios legales.
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